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MINISTERIO DE FOMENTO
 20368 REAL DECRETO 1298/2006, de 10 de noviem-

bre, por el que se regula el acceso a la red 
postal pública y se determina el procedimiento 
de resolución de conflictos entre operadores 
postales.

La Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio Postal Uni-
versal y de Liberalización de los Servicios Postales garan-
tiza el acceso general a la red postal pública, a través del 
operador al que el Estado ha encomendado la prestación 
del servicio postal universal, a todos los usuarios y, en su 
caso, a los operadores postales a los que se les impongan 
obligaciones de servicio postal universal, en condiciones 
de transparencia, no discriminación y objetividad.

El artículo 23.5 de la Ley 24/1998, de 13 de julio, esta-
blece además que los operadores postales distintos de 
los referidos en el párrafo anterior deberán negociar las 
condiciones de acceso a la red postal pública con el pro-
veedor del servicio postal universal, responsable de su 
gestión, de forma que se evite cualquier tipo de acuerdo, 
decisión o recomendación colectiva, práctica concertada 
o conscientemente paralela, que tenga por objeto, pro-
duzca o pueda producir el efecto de impedir, restringir o 
falsear la competencia en todo o en parte del mercado 
postal español, tal como previene el artículo 48.2 del 
Reglamento por el que se regula la prestación de los
servicios postales, aprobado por Real Decreto 1829/1999, 
de 3 de diciembre.

A su vez, el artículo 5.6 de la Ley 24/1998, de 13 de 
julio, dispone que corresponderá al Ministerio de Fomento 
la resolución de las controversias relacionadas con el 
acceso a la red postal pública que surjan entre el operador 
al que se encomienda la prestación del servicio postal 
universal y otros operadores postales que lleven a cabo 
servicios incluidos en dicho ámbito.

Este real decreto tiene por finalidad la adopción de 
medidas que promuevan la competencia efectiva en el 
sector postal y la mejora de los servicios, para lo cual 
regula el acceso de los operadores postales a la red 
pública, fomenta la consecución de acuerdos entre los 
operadores del mercado postal y regula un procedimiento 
eficaz para la resolución de conflictos en los supuestos 
previstos en el artículo 5.6 de la Ley 24/1998, de 13 de 
julio.

La aprobación de este real decreto da cumplimiento al 
Acuerdo del Consejo de Ministros, de 25 de febrero
de 2005, por el que se adoptan mandatos para poner en 
marcha medidas de impulso a la productividad, cuyo 
mandato noveno ha previsto el establecimiento de un 
procedimiento de resolución de conflictos entre los ope-
radores del sector postal y de acceso a la red postal 
pública.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Fomento, 
con la aprobación previa del Ministro de Administracio-
nes Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y pre-
via deliberación del Consejo de Ministros en su reunión 
del día 10 de noviembre de 2006,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

Este real decreto tiene por objeto regular el acceso de 
los operadores postales que presten servicios incluidos 

en el ámbito del servicio postal universal a la red postal 
pública y establecer el procedimiento para dirimir las con-
troversias que surjan entre dichos operadores y el provee-
dor del servicio postal universal respecto de la existencia 
de derechos exclusivos, la suficiencia de las garantías 
ofrecidas a los usuarios y, en general, de las demás cues-
tiones relativas al acceso a la red postal pública

CAPÍTULO II

El acceso a la red postal pública

Artículo 2. Derecho de acceso a la red postal pública.

Los operadores postales con autorización administra-
tiva singular tendrán el derecho de acceder a la red postal 
pública gestionada por el operador al que el Estado ha 
encomendado la prestación del servicio postal universal, 
respecto a los servicios incluidos en el ámbito del servicio 
postal universal.

Dicho acceso incluirá las prestaciones de recogida, 
admisión, clasificación, tratamiento, curso, transporte, 
distribución y entrega en los servicios incluidos en el 
ámbito del servicio postal universal. El acceso podrá pro-
ducirse en cualquiera de estas prestaciones, pero com-
portará el uso de la red postal pública en las siguientes 
prestaciones hasta finalizar la entrega.

Artículo 3. Acuerdos de acceso a la red postal pública.

1. El operador responsable de la prestación del servi-
cio postal universal está obligado a facilitar el acceso a la 
red postal pública a todos los operadores postales titula-
res de una autorización singular que lo soliciten.

2. Las condiciones de acceso a la red postal pública 
deberán respetar los principios de transparencia, no dis-
criminación y objetividad y las demás reglas previstas en 
el artículo 48.2 del Reglamento por el que se regula la 
prestación de los servicios postales, en desarrollo de lo 
establecido en la Ley 24/1998, de 13 de julio, del servicio 
postal universal y de liberalización de los servicios posta-
les. Se fijarán mediante un acuerdo suscrito entre el ope-
rador responsable de la prestación del servicio postal 
universal y el operador postal que lo solicite.

El acuerdo permitirá al solicitante el acceso a la red 
pública en condiciones iguales o equivalentes a las apli-
cadas por el gestor de la red a sus propias filiales, empre-
sas, entidades asociadas o colaboradoras, a los remiten-
tes de envíos masivos o a los preparadores del correo de 
varios clientes.

3. Los acuerdos de acceso suscritos se comunicarán 
a la Subdirección General de Regulación de Servicios Pos-
tales del Ministerio de Fomento, a efectos de su conoci-
miento y supervisión, dentro de los quince días siguientes 
a su formalización.

4. El órgano regulador postal garantizará en todo 
caso la confidencialidad de la información suministrada 
que pueda afectar al secreto comercial o industrial.

Artículo 4. Condiciones de referencia para el acceso a la 
red postal pública.

1. A partir de la rendición de cuentas que formule el 
proveedor del servicio postal universal y de los datos 
aportados por los demás operadores, el Ministerio de 
Fomento aprobará unas condiciones de referencia para el 
acceso que faciliten la negociación de acuerdos de acceso 
a la red postal pública entre los operadores postales.

Las condiciones de referencia serán públicas, se 
adoptarán previa consulta a las partes interesadas, ten-
drán carácter indicativo y contendrán las prescripciones 



41000 Jueves 23 noviembre 2006 BOE núm. 280

técnicas y económicas de acceso a la red postal pública 
que servirán de base para la suscripción de convenios 
bilaterales entre el operador responsable de la presta-
ción del servicio postal universal y los demás operado-
res postales.

2. Las condiciones de de referencia para el acceso 
precisarán los siguientes extremos:

a) Centros de admisión y horarios de los depósitos y 
antelación con la que deberán comunicarse.

b) Volumen mínimo de envíos.
c) Notas de entrega para facilitar el control de los 

depósitos e indicaciones necesarias para la separación de 
cuentas, como mínimo, para cada servicio reservado y 
para los servicios no reservados, de los incluidos en el 
servicio postal universal.

d) Condiciones de direccionamiento, adecuación del 
bloque de dirección a la estructura normalizada y devolu-
ción de los envíos así como de identificación del operador 
que accede.

e) Nivel de clasificación de los envíos y condiciones 
de preparación, contenerización y presentación de los 
envíos.

f) Precio del servicio, que se calculará en función del 
volumen de los envíos y de los costes evitados al respon-
sable del servicio postal universal por las actividades 
desarrolladas por el operador que solicita el acceso a la 
red postal pública.

Dichos costes evitados pueden estar relacionados, entre 
otros, con la periodicidad de los depósitos, con la composi-
ción de los destinos de los envíos, con su naturaleza, peso y 
dimensiones y con los plazos de entrega pactados.

g) Calidad del servicio.
h) Condiciones de facturación, sistemas de fran-

queo y pago del servicio, que podrá acreditarse 
mediante sellos de Correos, estampillas de franqueo, 
estampaciones de máquinas de franquear, franqueo de 
pago diferido, prepago o cualquier otro sistema admi-
tido en derecho.

Los criterios técnicos, operativos o comerciales que 
deben regir para la concesión y revocación de las autori-
zaciones del uso de máquinas de franquear por parte del 
operador al que se ha encomendado la prestación del 
servicio postal universal, deberán estar expresamente 
incluidos en las condiciones de referencia.

Artículo 5. Resolución en ausencia de acuerdo.

1. El Subsecretario de Fomento determinará, a ins-
tancia de cualquiera de las partes, las condiciones que 
deben regir el acceso de un operador postal a la red pos-
tal pública cuando, transcurridos dos meses desde que se 
inició la negociación, el operador interesado y el gestor 
de la red no lograsen alcanzar un acuerdo.

2. La determinación de estas condiciones se reali-
zará mediante resolución administrativa, de conformidad 
con el procedimiento establecido en el capítulo III.

3. Esta resolución administrativa tiene carácter vin-
culante y pone fin a la vía administrativa. Contra ella los 
interesados podrán interponer recurso potestativo de 
reposición o recurso contencioso ante los órganos de la 
jurisdicción contencioso-administrativa.

CAPÍTULO III

Resolución de conflictos entre los operadores postales

Artículo 6. Ámbito de aplicación.

El procedimiento regulado en este capítulo será de 
aplicación a aquellos conflictos que se susciten entre el 

operador prestador del servicio postal universal y otros 
operadores postales que lleven a cabo servicios incluidos 
en dicho ámbito, en relación con la existencia de los dere-
chos exclusivos, la suficiencia de las garantías ofrecidas a 
los usuarios y la posibilidad de acceso a la red postal 
pública.

En el mismo procedimiento se resolverá, en su caso, 
sobre la eventual producción de daños causados al opera-
dor al que se encomienda la prestación del servicio postal 
universal como consecuencia de la actuación del opera-
dor con el que se hubiera planteado el conflicto.

Artículo 7. Iniciación del procedimiento.

1. Todos los operadores que presten sus servicios en 
el ámbito del servicio postal universal podrán instar la 
iniciación de este procedimiento ante la Subsecretaría de 
Fomento, en el plazo de dos meses a contar desde que se 
haya producido el conflicto.

2. Se entenderá producido el conflicto cuando el 
operador no reciba respuesta satisfactoria de la otra parte 
a una reclamación formulada o cuando haya transcurrido 
un mes sin recibir respuestas a la misma.

3. El procedimiento será instado mediante solicitud 
presentada por el operador interesado o su representante 
ante la Subdirección General de Regulación de Servicios 
Postales, en la que se dejará constancia del nombre y 
domicilio del reclamante y del operador contra el que se 
dirija la reclamación, los hechos y fundamentos de dere-
cho en que se funden, el contenido de la reclamación y, en 
su caso, la proposición de pruebas que estime perti-
nente.

Artículo 8. Instrucción del procedimiento.

1. Tras la presentación de la solicitud por el intere-
sado o su representante, la Subdirección General de 
Regulación de Servicios Postales remitirá copia de la 
reclamación a la parte contra la que se dirija, al objeto de 
que formule escrito de contestación y proponga las prue-
bas que estime pertinentes en el plazo de veinte días.

2. Una vez contestada la reclamación, se practicarán, 
en el plazo de treinta días, las pruebas propuestas por las 
partes y admitidas por la Subdirección General de Regu-
lación de Servicios Postales, así como las que ésta haya 
decidido acordar.

3. Practicadas las pruebas, la Subdirección requerirá 
a las partes para que formulen sus conclusiones por 
escrito en el plazo de veinte días.

Artículo 9. Resolución del procedimiento.

1. El Subsecretario de Fomento resolverá expresa-
mente y notificará a las partes la resolución del procedi-
miento en el plazo máximo de cuatro meses desde su 
iniciación.

2. La resolución pondrá fin a la vía administrativa. 
Contra ella podrán los interesados interponer recurso 
potestativo de reposición, en el plazo de un mes, o recurso 
contencioso ante los órganos de la jurisdicción conten-
cioso-administrativa.

Disposición adicional única. Informe sobre el sector 
postal.

Transcurridos dos años desde el inicio de la vigencia 
de este real decreto, el Ministerio de Fomento presentará 
a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Eco-
nómicos un informe sobre la situación del sector postal, 
la evolución del acceso a la red postal pública, el coste del 
servicio postal universal y su financiación.
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Disposición transitoria única. Condiciones de referencia 
de carácter provisional.

Las condiciones de referencia para el acceso a la red 
postal pública se aprobarán con carácter provisional, hasta 
tanto no se determinen de conformidad a lo dispuesto en 
el artículo 4, por el Subsecretario de Fomento, a propuesta 
del operador responsable de la prestación del servicio pos-
tal universal y previo informe del Consejo Asesor Postal.

Para ello el operador responsable de la prestación del 
servicio postal universal debe formular una propuesta de 
resolución en el plazo de un mes desde la entrada en vigor 
de este real decreto y el Ministerio debe presentar la pro-
puesta ante el Consejo Asesor Postal dentro de los treinta 
días siguientes.

El plazo máximo para aprobar dicha resolución será de 
cinco meses desde la entrada en vigor de este real 
decreto.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogados cuantos preceptos del Real Decreto 
1829/1999, de 3 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento por el que se regula la prestación de los servi-
cios postales, contradigan lo dispuesto en este real decreto 
y, en particular, su artículo 23.

Disposición final primera. Título competencial.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 149.1 21.ª de la Constitución, que atribuye al 
Estado la competencia exclusiva en materia de correos y 
telecomunicaciones.

Disposición final segunda. Habilitación normativa.

El Ministro de Fomento aprobará cuantas disposicio-
nes sean necesarias para el desarrollo y ejecución de este 
real decreto.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Dado en Madrid, el 10 de noviembre de 2006.

JUAN CARLOS R.

La Ministra de Fomento,
MAGDALENA ÁLVAREZ ARZA 

MINISTERIO 
DE ADMINISTRACIONES PÚBLICAS
 20369 REAL DECRETO 1300/2006, de 10 de noviem-

bre, sobre organización y funciones de las 
Consejerías de Interior en las Misiones Diplo-
máticas de España.

Las competencias en materia de cooperación interna-
cional de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 
están someramente reguladas en la Ley Orgánica 2/1986, 
de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (ar-
tículo 12.1). Sin embargo, este artículo adolecía de desa-
rrollo expreso. Sólo el Real Decreto 991/2006, de 8 de 
septiembre, por el que se desarrolla la estructura básica 
del Ministerio del Interior hace referencia a las funciones 
de dirección y coordinación de la cooperación policial 
internacional por la Secretaría de Estado de Seguridad 

(artículo 2), de la Dirección General de la Policía y de la 
Guardia Civil, en lo que se refiere a la coordinación con 
otros órganos de información extranjeros (artículo 3) y de 
la Dirección General de Relaciones Internacionales y 
Extranjería, que ha de definir las acciones y programas de 
actuación de los órganos técnicos del Departamento en 
las Misiones Diplomáticas (artículo 5).

Por ello, parece necesario regular expresamente la 
estructura y las funciones de las Consejerías de Interior, 
cubriendo así la laguna hasta ahora existente. Esta regu-
lación deberá permitir mejorar la estructura de las Conse-
jerías existentes, así como su despliegue territorial, para 
reforzar nuestra presencia en determinados países donde 
la cooperación en materia de interior es prioritaria.

La experiencia de estos años, la importancia adquirida 
por los programas de cooperación desarrollados por el 
Departamento en otros países, tanto en el marco bilateral 
como en el de la Unión Europea, de la Organización de 
Naciones Unidas, de la Organización para la Seguridad y 
Cooperación en Europa y de otras instancias internacio-
nales, así como la necesidad de hacer frente al reto del 
terrorismo internacional y de otras formas de delincuen-
cia transnacional organizada, aconsejan, además, una 
regulación concreta.

En su virtud, a iniciativa de los Ministros del Interior y 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a propuesta del 
Ministro de Administraciones Públicas y previa delibera-
ción del Consejo de Ministros en su reunión del día 10 de 
noviembre de 2006,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO I

Las Consejerías de Interior

Artículo 1. Definición.

1. Las Consejerías de Interior son los órganos técni-
cos de las Misiones Diplomáticas Permanentes del Reino 
de España, bajo la dirección y coordinación del Jefe de la 
misma, para el desarrollo de las funciones que, en el 
marco de las competencias del Ministerio del Interior, se 
le encomiendan por este real decreto.

2. En las Representaciones Permanentes de España 
ante las Organizaciones Internacionales, cuyos objetivos 
o ámbito de actuación estén directamente relacionadas 
con las competencias del Ministerio del Interior, podrán 
existir también, bajo la dirección y coordinación del 
Embajador Representante Permanente, los puestos de 
Consejero de Interior que se estimen necesarios para el 
desempeño de las funciones a las que se refiere este real 
decreto.

Artículo 2. Dependencia.

1. Sin perjuicio de su integración orgánica en las 
Misiones Diplomáticas o en las Representaciones Perma-
nentes respectivas, así como de las facultades de direc-
ción y coordinación de los Jefes de las mismas, las Con-
sejerías de Interior dependen de la Subdirección General 
de Cooperación Policial Internacional, integrada en la 
Dirección General de Relaciones Internacionales y Extran-
jería, y mantienen relaciones de coordinación e informa-
ción con la Dirección General de la Policía y de la Guardia 
Civil, así como con los demás órganos directivos del 
Ministerio del Interior, competentes en la materia de que 
se trate.


